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1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala resolver la acción de tutela interpuesta por la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda, administradora de agencia de la EPSS CAFESALUD de Pereira, en contra de los Juzgados Promiscuo Municipal de Pueblo Rico y Promiscuo del Circuito de Apía, ambos de Risaralda. 
2.  SÍNTESIS DE LOS SUPUESTOS FÁCTICOS RELEVANTES

2.1. Este Despacho recibió acción de tutela promovida por la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda, administradora de la EPSS CAFESALUD de Pereira, en contra de los Jueces Promiscuo Municipal de Pueblo Rico y Promiscuo del Circuito de Apía, por considerar que con sus decisiones se configuró una vía de hecho por desconocimiento injustificado del precedente jurisprudencial y defecto sustantivo, defecto fáctico por omitir valorar el acervo probatorio; así mismo, vulneración de sus derechos fundamentales a la igualdad al debido proceso, defensa y libertad.  De conformidad con los siguientes hechos:

· Mediante fallo proferido el 10 de septiembre de 2015 el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico tuteló los derechos de Brahiyan Hernando García Henao y ordenó a la EPSS CAFESALUD que le suministrara en forma mensual 120 pañales desechables talla M, sin exigir prescripción médica dada la necesidad de estos insumos por el actor; así mismo, ordenó que le brindara una cobertura integral al accionante con respecto de la patología parálisis cerebral espástica con barthel menos 10 y entregar al representante del agenciado los insumos y demás prescripciones médicas en el municipio donde reside el afiliado.

· El 21 de octubre de 2015 la señora Sandra Henao Arias, en representación del joven García Henao interpuso incidente de desacato por cuanto no se  le había hecho entrega de los pañales ordenados mediante tutela.  Por lo anterior, el juzgado de conocimiento dio inicio al trámite incidental en contra de la accionante y le concedió 48 horas para que informara acerca de las gestiones tendientes a dar con el cumplimiento del fallo aludido. 

· Mediante auto del 26 de octubre de 2015 se requirió para el cumplimiento de la orden judicial al doctor Javier Correa Quiceno, quien para la fecha no se encontraba vinculado a la EPS CAFESALUD, y a la actora para que informara acerca de fallo de la referencia.  

· Culminado el trámite incidental, el 9 de noviembre de 2015 se profirió sanción de arresto por el  término de 10 días y multa de 3 SMLMV en contra de la accionante y el doctor Correa Quiceno, por no haber demostrado el cumplimiento del fallo de la tutela.  Dicha decisión fue apelada y confirmada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía el 25 de noviembre de 2016 (sic), la cual fue modificada a tres (3) días de arresto.

· Consideró que mediante constancia secretarial posterior a la confirmación de la sanción, el juzgado de primera instancia se dio cuenta del yerro cometido, ya que una vez la SIJIN intentó hacer efectiva la sanción al doctor Correa Quiceno se le informó que éste no se encuentra laborando para la entidad desde el mes de septiembre de 2015, de ahí que mediante auto del 26 de enero de 2016 dispuso oficiar a la Cámara de Comercio a fin de que remitiera con destino al juzgado el certificado de existencia y representación legal de la EPS para verificar la fecha de los hechos y quién ejercía el cargo de representante legal de la EPS.

· Los días 29 de enero, 19 de abril y 3 de mayo de 2016 se radicaron en el juzgado de primera instancia los informes de cumplimiento pertinentes con relación al fallo de tutela manifestando que los motivos que fueron objeto del trámite incidental habían sido superados, toda vez que se había hecho entrega de los pañales desechables, tal como lo indicó la acción de tutela.  Por lo tanto, el juzgado de primera instancia tiene pleno conocimiento de que los motivos que fundaron el trámite incidental ya se cumplieron por la EPS, además, del grave error en la individualización cometida en contra del doctor Correa, se ha decidido mantener en firme las sanciones en sede de consulta, aduciendo que la sanción debe cumplirse a cabalidad ya que la providencia se encuentra en firme.

2.2. Por lo anterior, solicitó:  i) decretar la medida provisional solicitada y que como consecuencia de ello, se ordene al Juzgado Promiscuo Municipal del Pueblo Rico cancele los oficios de captura en contra de la accionante y del doctor Javier Correa Quiceno.

ii) Que se declare que el trámite adelantado por los Despachos accionados al desconocer el precedente jurisprudencial y omitir la valoración de las pruebas del cumplimiento, constituye una vía de hecho y por ende, vulnera los derechos al debido proceso, de contradicción, igualdad y libertad de la accionante y del doctor Correa.

iii) Dejar sin efecto las sanciones de arresto y multa impuestas a través de dicha actuación.

2.3.  Solicitó una medida provisional en la que indicó textualmente: “Antes de entrar a manifestar los argumentos de la defensa, solicito a su Honorable despacho tener en cuenta la inminente e irreparable afectación que en estos momentos se está produciendo, al derecho fundamental a la libertad individual del Dr. Javier Andrés Correa Quiceno, toda vez que dentro de la sanción de arresto que le fue impuesta dentro del trámite  que por esta vía se cuestiona, YA SE LIBRARON LOS OFICIOS DE CAPTURA EN LOS QUE SE ORDENA MI ARRESTO, por lo que solicito de manera muy respetuosa, antes de que se lleve a cabo dicha aprehensión y se decida el presente asunto, se sirva decretar la solicitud de medida provisional de suspender dicho arresto, pues con una eventual decisión favorable ésta ya se tornaría inocuo al haberse cumplido el mismo.  Lo anterior, pese a que el juzgado de primera instancia tiene pleno conocimiento del cumplimiento efectivo de la orden judicial y sin embargo, ha decidido mantener en firme las sanciones impuestas  dentro del trámite incidental yendo en contra de la reitera jurisprudencia que avala la inaplicación de las sanciones pese al cumplimiento efectivo del fallo de tutela.” (Folio 1)

2.4. Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) acta del 23 de abril de 2016 de  Disfarma que da cuenta de la entrega de 120 pañales a la señora Sandra Milena Henao Arias; ii) certificado de existencia y representación legal de CAFESALUD; iii) auto y oficio del 5 de mayo de 2016 del Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico y iv) oficios expedidos por el juzgado de conocimiento informando la sanción impuesta (Fls. 10-20).

2.5.  Mediante autos del 25 de mayo de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se ordenó correr traslado de la misma a los despachos demandados.  Igualmente,  se decretó la medida provisional solicitada por la señora Aristizabal Marulanda, en la que se dispuso la suspensión inmediata de las sanciones impuestas tanto a la accionante como al doctor Javier Andrés Correa Quiceno (Fls. 23-30) 

3. RESUMEN DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE PUEBLO RICO, RISARALDA 
Su titular informó que ese despacho tramitó la acción de tutela interpuesta por la señora Sandra Milena Henao Arias como agente oficiosa del joven Brahiyan Hernando García Henao en contra de la EPSS CAFESALUD, dentro de la cual se profirió sentencia el 10 de septiembre de 2015 y ante el incumplimiento del fallo, la señora Henao Arias formuló incidente de desacato el 21 de octubre de 2015 y este mismo día se requirió tanto a la administradora de agencia como al representante legal de CAFESALUD para que se pronunciaran frente a la queja referida para lo cual se les otorgó un término de dos (2) días.  Ante el silencio de los demandados, se dio apertura del incidente el 26 de octubre del mismo año.  Sin embargo, el juzgado no recibió respuesta alguna, por lo que el 9 de noviembre de 2015 se impuso sanción por desacato a los funcionarios de la EPSS CAFESALUD y en sede de consulta, el superior modificó la sanción de arresto mediante de auto del 25 de noviembre del año pasado.

Indicó que el 22 de enero del año que avanza, la señora Aristizabal Marulanda había solicitado la inaplicación de la sanción impuesta por cumplimiento a la sentencia de tutela, petición a la cual no se accedió mediante auto del 26 de enero de 2016.  De tal manera, que no es cierto como lo indica la actora, que no se valoraron las pruebas, toda vez que la misma no las aportó como tampoco se verificó el cumplimiento del fallo en forma oportuna, por lo menos dentro del trámite incidental.

Señaló que se sancionó al doctor Javier Andrés Correa Quiceno o a quien hiciera sus veces, pues pese a los requerimientos que el despacho le hizo, la entidad demandada no indicó quien ha fungido como representante legal de la EPSS CAFESALUD  y la Cámara de Comercio de Bogotá remitió un certificado de existencia y representación de CAFESALUD- Medicina Prepagada.  (Fls. 35 y 36)

Adjuntó copia del cuaderno del incidente de desacato que dio origen a la interposición de esta acción de tutela, junto con las comunicaciones tendientes a levantar las órdenes de captura emitidas en contra de los señores Javier Andrés Correa Quiceno y Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda (Fls. 37-63)
3.2. JUZGADO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE APÍA, RISARALDA

Su titular informó que ese despacho conoció en grado de consulta del incidente de tutela instaurado por la señora Sandra Milena Henao Arias, agente oficiosa de Brahyan Hernando García Henao, y mediante auto del 13 de noviembre de 2015 se confirmó la sanción impuesta por el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico, toda vez que para esa fecha la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda no había dado cumplimiento al fallo, lo cual se verificó antes de proferir la decisión.  Así mismo, se revisó que en los trámites tanto de la acción de tutela como en el incidente hubieran  sido notificados los demandados, quienes asumieron una actitud pasiva.

Por lo tanto, consideró que ese juzgado no ha vulnerado derechos fundamentales a la actora y en tal sentido, solicitó la desvinculación dentro de esta acción constitucional.  (Folio 64)

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1.  Esta Sala es competente para conocer de esta acción de tutela conforme a lo dispuesto en el artículo 1º, numeral 1º  del Decreto 1382 de 2000.

4.2. En el caso objeto de estudio, la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda ha considerado que las decisiones tomadas por los juzgados demandados con sus decisiones configuraron una vía de hecho por desconocimiento injustificado del precedente jurisprudencial y defecto sustantivo, defecto fáctico por omitir valorar el acervo probatorio; así mismo, vulneración de sus derechos fundamentales a la igualdad al debido proceso, defensa y libertad, al haberla sancionado dentro del desacato al fallo proferido en favor del joven Brahyan Hernando García Henao y en tal virtud, la presente demanda es el para salvaguardar dichas prerrogativas.
4.3. Sea lo primero indicar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable

4.4. Igualmente, la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial
.
ii) Existencia del Habeas Corpus
.
iii) Protección de derechos colectivos
.
iv) Casos de daño consumado
.
v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y     abstracto
.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el      incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela
.
4.5. En lo que tiene que ver con la procedencia de la acción de tutela contra las providencias judiciales que deciden un incidente de desacato, la Corte Constitucional en la Sentencia T-343 de 2011, señaló lo siguiente:

“Los jueces de instancia rechazaron la tutela impetrada porque consideraron que la garantía constitucional no procedía en el curso de un incidente de esta naturaleza. Empero, esta postura contradice la tesis defendida por la Corte Constitucional
, la cual de manera excepcional ha admitido la posibilidad de impetrar la acción de tutela contra las providencias adoptadas en el trámite de un incidente de desacato cuando la providencia incurre en defectos, el juez del desacato se extralimita en sus funciones, vulnera el derecho a la defensa de las partes o impone una sanción arbitraria
.

En esa medida son aplicables los requisitos de procedibilidad señalados respecto de la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

La procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales tiene un carácter excepcional
, está supeditada, entre otras cosas, a que los efectos de una decisión judicial vulneren o amenacen derechos fundamentales y a que no exista otro mecanismo judicial idóneo para proteger el derecho comprometido. Esta Corporación ha sentado una abundante jurisprudencia en torno a lo que en los primeros años fue llamado vía de hecho y que más recientemente ha experimentado una evolución terminológica hacia el concepto de causales genéricas de procedibilidad de la acción de tutela, en cuanto a la procedencia de esta acción constitucional para controvertir providencias judiciales (sentencias y autos). Sobre este extremo ha señalado:

Inicialmente el concepto de vía de hecho –el cual tuvo origen en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y, en definitiva, debe su denominación a la figura propia del derecho administrativo- fue empleado por la Corte Constitucional para referirse a errores groseros y burdos presentes en las providencias judiciales, los cuales en alguna medida suponían un actuar arbitrario y caprichoso del funcionario judicial, proceder que a su vez daba lugar a la protección constitucional de los ciudadanos afectados por la decisión judicial.

Ahora bien, la expresión vía de hecho, si bien resultaba ilustrativa de algunos de los eventos que pretende describir, tales como errores burdos o arbitrariedades en las decisiones judiciales, no abarca todos los supuestos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por una parte, y adicionalmente puede entenderse que tiene una connotación de deslegitimación o sindicación peyorativa del juez que profiere la sentencia objeto de una tutela, razón por la cual la jurisprudencia constitucional desde hace algunos años ha sugerido el abandono de la anterior terminología y su sustitución por la expresión causales genéricas de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.  

Por otro lado, como consecuencia de lo anterior, el ajuste descrito trasciende de lo terminológico a lo conceptual. En primer lugar, se establece como fundamento esencial de las causales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, la violación de la Constitución por parte de la decisión examinada. Esta vulneración sustancial del derecho al debido proceso se materializa en los distintos defectos identificados por la jurisprudencia constitucional a lo largo de estos años, entre los que se cuentan: 

1. Defecto orgánico, que tiene lugar cuando el funcionario judicial que emite la decisión carece, de manera absoluta, de competencia para ello.

2. Defecto procedimental absoluto, que tiene lugar cuando el Juez actuó al margen del procedimiento establecido.

3. Defecto material o sustantivo, que se origina cuando las decisiones son proferidas con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, o que presentan una evidente contradicción entre los fundamentos y la decisión.

4. Defecto fáctico por no haberse decretado, practicado o valorado pruebas debidamente solicitadas o recaudadas en el curso de proceso, o por haberse valorado pruebas nulas o vulneradoras de derechos fundamentales. 

5. Error inducido, que se presenta cuando la autoridad judicial ha sido engañada por parte de terceros y ese engaño lo llevó a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales.

6. Decisión sin motivación, que tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias.

7. Desconocimiento del precedente, que se origina cuando el juez ordinario, por ejemplo, desconoce o limita el alcance dado por esta Corte a un derecho fundamental, apartándose del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, también cuando se aparta del precedente sentado por los órganos de cierre de su respectiva jurisdicción o de su propio precedente.

Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional también ha precisado como requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, cuya presencia debe ser verificada por el juez antes de pasar a examinar las causales materiales que darían lugar a que prosperara el amparo solicitado, los siguientes:

· Que el asunto objeto de debate sea de evidente relevancia constitucional.

· Que se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable.

· Que se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental.

· Cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en la sentencia objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora.

· En la solicitud del amparo tutelar se deben identificar los hechos que generaron la vulneración y los derechos afectados y que se hubiere alegado tal vulneración dentro del proceso judicial, siempre que ello hubiere sido posible.

· Que no se trate de sentencias de tutela, por cuanto los debates sobre derechos fundamentales no pueden prolongarse indefinidamente.

Adicionalmente, la Corte ha considerado que para que la acción de tutela contra la providencia que resuelve un incidente de desacato prospere será necesario que se verifiquen los siguientes requisitos:

(...) que las razones que el peticionario exponga en su escrito de tutela deben ser coherentes con los argumentos esgrimidos durante el incidente y que las pruebas que pretenda hacer valer hayan sido solicitadas, conocidas o analizadas en la etapa incidental porque de lo contrario la tutela no sería procedente en tanto que ésta no puede ser utilizada como un remedio procesal ante la desidia o negligencia del interesado

4.5. En la acción de tutela no es admisible alegar cuestiones que debieron haber sido debatidas en el desacato o circunstancias nuevas que no fueron manifestadas en su momento y menos solicitar la práctica de pruebas no pedidas durante el trámite incidental. Esto en atención a que -se reitera- la tutela no es un mecanismo alternativo de los procesos judiciales ni puede ser utilizada para remediar falencias del actor durante el trámite del proceso ordinario.

Entonces, la prosperidad de una acción de tutela contra una decisión adoptada en el incidente de desacato requiere que el trámite incidental haya finalizado. En relación con el demandante se ha precisado que (i) los argumentos expuestos en el trámite del incidente de desacato y en la acción de tutela contra éste deben ser coherentes y no deben contradecirse; (ii) no le es dado presentar asuntos nuevos pues el momento procesal para argumentarlos es en el mismo incidente de desacato; y (iii) no puede pedir o presentar pruebas que no fueron originalmente solicitadas y que el juez no estaba obligado a practicar oficiosamente. Por su parte el juez constitucional que conoce de una tutela contra la providencia de desacato debe limitarse a estudiar (i) si el juez que decidió el incidente de desacato se ajustó a la orden de amparo proferida cuyo incumplimiento define; (ii) si respetó el debido proceso y (iii) si la sanción impuesta – si fuere el caso – no es arbitraria, sin que por otra parte pueda reabrir el debate o decidir sobre el fondo del asunto ya fallado en la tutela donde se produjo el incidente de desacato que se ataca, ni cambiar la protección concedida o el alcance y contenido de aquella.
” (Subrayas nuestras)  
4.6. SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO

4.6.1. En el caso sub examine, la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda en calidad de administradora de agencia de la EPSS CAFESALUD de Pereira acudió al juez constitucional aduciendo que dentro del trámite adelantado por los Juzgados Promiscuos Municipal de Pueblo Rico y Circuito de Apía, en el incidente de desacato a la tutela fallada en favor del joven Brahiyan Hernando García Henao, bajo el radicado  No.66572 40 89 001 2015 00057, el cual culminó con imposición de sanción de tres (3) días de arresto  y multa de tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, se desconoció el precedente jurisprudencial y no se tuvieron en cuenta las pruebas aportadas, lo que configura una vía de hecho que vulnera sus derechos fundamentales a la igualdad al debido proceso, defensa y libertad.  Lo anterior, lo sustenta en la negativa del Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico de inaplicar las sanciones de arresto y de multa impuestas, pese a que la señora Aristizabal Marulanda había puesto en conocimiento del mencionado despacho que ya había entregado a la agente oficiosa del joven García Henao los pañales desechables, en cumplimiento al fallo de tutela proferido el 10 por el mencionado despacho el 10 de septiembre de 2015.
4.6.2.  La Corte Constitucional en la Sentencia T-512 de 2011 indicó que el incidente de desacato es un mecanismo de creación legal que procede a petición de la parte interesada, de oficio o por intervención del Ministerio Público, el cual tiene como propósito que el juez constitucional, en ejercicio de sus potestades disciplinarias, sancione con arresto y multa a quien desatienda las órdenes de tutela mediante las cuales se protejan derechos fundamentales. Este trámite está regulado en los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991 en los siguientes términos: 

“ARTÍCULO 27. CUMPLIMIENTO DEL FALLO. Proferido el fallo que conceda la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirla sin demora.
 (…) El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia.
 Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad del funcionario en su caso. (…)”.
 “ARTÍCULO 52. DESACATO. La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales salvo que en este Decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.
 La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción.” 
De acuerdo con su formulación jurídica, el incidente de desacato ha sido entendido como un procedimiento: (i) que se inscribe en el ejercicio del poder jurisdiccional sancionatorio[30]; (ii) cuyo trámite tiene carácter incidental.

 Acorde con lo establecido legalmente, esta Corporación ha expresado que el desacato puede concluir con: “(i) la expedición de una decisión adversa al accionado, circunstancia en la cual debe surtirse el grado jurisdiccional de consulta ante el superior jerárquico con el propósito de que se revise la actuación de primera instancia, quien después de confirmar la respectiva medida, deja en firme o no la mencionada decisión para que proceda su ejecución, en ningún caso esta providencia puede ser objeto de apelación por no haber sido consagrada su procedencia por parte del legislador, y (ii) la emisión de un fallo  que no impone sanción alguna, evento en el cual se da por terminado el respetivo incidente con una decisión ejecutoriada”[31].
 “(…) el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional. Por tal motivo, debe precisarse que la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia.

 Desde esa perspectiva, el incidente de desacato debe entenderse como un instrumento procesal para garantizar plenamente el derecho constitucional a la administración de justicia del accionante (art. 229 C.P.), puesto que éste permite la materialización de la decisión emitida en sede de tutela, con lo cual no basta con que se otorgue a las personas la posibilidad de acudir a la tutela y que con ella se protejan sus derechos fundamentales, sino que existan medios que ayuden al cabal cumplimiento de la orden proferida por el juez constitucional”[34].
(…) en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, y quiere evitar la imposición de una sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor”.   (Subrayas nuestras)
 

4.6.3. De las pruebas allegadas por el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico, Risaralda se observa que el 22 de enero de 2016 la señora Aristizabal Marulanda había radicado en el  Juzgado Único Promiscuo Municipal de Pueblo Rico, Risaralda un escrito mediante el cual solicitó la revocatoria de la sanción impuesta el 9 de noviembre de 2015, toda vez que se había hecho entrega de los pañales desechables al joven Brahiyan Hernando García Henao para lo cual adjuntó copia de una constancia expedida por Disfarma del 13 de enero de 2016 por 120 pañales desechables recibidos por la señora Sandra Milena Henao (folio 52, frente y vuelto).
En esa oportunidad, el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico mediante auto de enero 26 de 2016 no accedió a las pretensiones de la señora Aristizabal Marulanda en atención a que la sanción impuesta se encontraba en firme por decisión del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía en grado de consulta y por lo tanto, era imperativo su cumplimiento; es decir, que no podía ponerse en tela de juicio la seguridad jurídica que se deriva del efectivo cumplimiento de las decisiones judiciales con fuerza de ejecutoria. En el mismo auto, el mencionado Despacho ordenó oficiar a la Cámara de Comercio de Bogotá para que remitieran un certificado de existencia y representación legal de la EPSS CAFESALUD a fin de determinar quien fungía como representante legal entre el período 21 de octubre a 24 de noviembre de 2015, toda vez que se tenía conocimiento que el doctor Javier Andrés Correa Quiceno, quien también había sancionado junto con la señora Aristizabal Marulanda, había renunciado a la cargo de representante legal desde el mes de septiembre de 2015 (folio 53, frente y vuelto).

Posteriormente, el 29 de abril de 2016, la señora Aristizabal Marulanda radicó otro oficio ante el  Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico, en el que solicitó la inaplicación de la sanción por desacato impuesta con fundamento en las autorizaciones emitidas para pañal desechable adulto talla M para al joven Brahiyan Hernando García Henao (folio 59, vuelto) y en tal virtud, anexó copia de la constancia expedida por Disfarma con fecha del 23 de abril de 2016 que aparece firmada por la señora Sandra Milena Henao Arias por haber recibido la cantidad de 120 pañales (folio 60, frente).  Al respecto, el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico negó la petición de la señora Aristizabal Marulanda y en auto del 5 de mayo de 2016 consideró lo siguiente (folio 60, vuelto):

“… la decisión que sancionó a la Administradora de Agencia de la EPS-S Cafesalud, doctora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda y el representante legal de Cafesalud  EPS-S, doctor Javier Andrés Correa Quiceno o quienes como tal hagan sus veces, es una decisión en firme, toda vez que dentro de los términos no fue impugnada.

(…) De lo anterior, se colige que las providencias judiciales son de imperativo cumplimiento una vez ejecutoriadas, como en el presente caso las decisiones quedaron en firme, por lo tanto, sin perjuicio del cumplimiento a la orden impartida mediante sentencia de tutela, la sanción debe cumplirse a cabalidad por haberse emitido a través de una providencia judicial que actualmente se encuentra en firme; en consecuencia, se despacha favorable la solicitud elevada por parte de la entidad accionada, de inaplicar la sanción impuesta por este juzgado.
De otro lado, se advierte que no se ha logrado determinar quien fungió como representante legal en la fecha que fue proferida la sanción, esto es al mes de noviembre de 2015, dado que la misma se emitió contra la Administradora de Agencia de la EPS-S Cafesalud, y contra el Representante Legal de Cafesalud EPS-S, o quien haga sus veces, se ordena requerir a la señora Victoria Eugenia Aristizabal, directora departamental de la accionada, para que con destino a este trámite incidental envíen certificado de existencia y representación  de la EPS-S Cafesalud, con el fin de establecer quien, a la data en que fue proferida la sanción, era el representante legal de esa entidad, con el fin de hacer efectiva la sanción impuesta y velar por el eficaz cumplimiento de la sentencia de tutela que originó este proceso”.

4.6.4. De acuerdo a lo acabado de indicar y con base en la jurisprudencia constitucional que señala que luego de adelantado un proceso de incidente de desacato y se haya decidido sancionar al responsable, este puede evitar que se impongan la sanciones cumpliendo  con el fallo, esta Sala considera que la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda acreditó con las constancias de Disfarma la entrega de los pañales desechables talla M para el joven Brahiyan Hernando García Henao, situación que fue corroborada por la auxiliar de Magistrado quien se comunicó telefónicamente con la señora Sandra Milena Henao Arias, la cual informó que si bien la EPSS CAFESALUD se había demorado en entregar los pañales para su hijo, también lo es que en estos momentos se encuentra al día con la provisión de los mismos (folio 68).

4.6.5.  Así las cosas, este Tribunal concluye que mantener las sanciones impuestas el 9 de noviembre de 2015 a la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda genera una transgresión a sus derechos fundamentales por parte del Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico, lo que hace viable la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, toda vez que se advierte que el juzgado demandado no sólo desconoció el precedente jurisprudencial que abunda sobre lo discutido, sino que no valoró las pruebas allegadas con las solicitudes de revocatoria antes mencionadas lo que configura una vía de hecho, pues se ha acreditado que la accionante ha acatado la orden de tutela emitida el 10 de septiembre de 2015 a favor del joven Brahiyan Hernando García Henao.

4.6.6.  Por lo tanto, como la finalidad del incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que lo que se busca es el cumplimiento la orden judicial, situación que se acreditó aun posteriormente ha haberse proferido sentencia en grado de consulta, la Sala amparará los derechos fundamentales al debido proceso, la igualdad, defensa y libertad invocados por la señora Aristizabal Marulanda, para lo cual se adoptará como definitiva la medida provisional ordenada el 25 de mayo de 2016, en la que se había ordenado al Juez Promiscuo Municipal de Pueblo Rico, Risaralda, que suspendiera de forma inmediata la decisión judicial tomada dentro del incidente de desacato donde se sancionó sancionar con diez (10) días de arresto y multa de tres (3) SMLMV a la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda administradora de la EPSS CAFESALUD con sede en Pereira, medida que igualmente cobijó al doctor Javier Andrés Correa Quiceno, por lo que se deberán cancelar las órdenes de captura que se hayan expedido.

En consecuencia de lo anterior, se deja sin efecto el auto del 9 de noviembre de 2015 por medio del cual se sancionó a la señora a Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda dentro del trámite incidental promovido por la señora Sandra Milena Arias, agente oficiosa del joven Brahiyan Hernando García Henao, bajo el radicado No.66572 40 89 001 2015 00057.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR  los derechos fundamentales al debido proceso, la igualdad, defensa y libertad invocados por la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda, administradora de agencia de la EPSS CAFESALUD de Pereira.
SEGUNDO: ADOPTAR como definitiva la medida provisional decretada el 25 de mayo de 2016 en la que se había ordenado al Juez Promiscuo Municipal de Pueblo Rico, Risaralda que suspendiera de forma inmediata la decisión judicial tomada dentro del incidente de desacato donde se sancionó sancionar a la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda administradora de la EPSS CAFESALUD con sede en Pereira, medida que igualmente cobijó al doctor Javier Andrés Correa Quiceno, por lo que se deberán cancelar las órdenes de captura que se hayan expedido.  En consecuencia de lo anterior, se deja sin efecto el auto del 9 de noviembre de 2015 por medio del cual se sancionó a la señora a Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda dentro del trámite incidental promovido por la señora Sandra Milena Arias, agente oficiosa del joven Brahiyan Hernando García Henao, bajo el radicado No.66572 40 89 001 2015 00057. 

TERCERO: DESVINCULAR del presente trámite al Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda.

SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2 


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38 . Sentencia T-407 de 2005 entre otras


� Sentencia T-409 de 2008


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras


� Puede ser consultadas las sentencias T-343 de 1998, T-763 de 1998, T-188 de 2002, T-553 de 2002, T-421 de 2003, T-684 de 2003, T-368 de 2005, T-1113 DE 2000.


� Sentencia T-1113 de 2005. 


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-543 del 1 de octubre de 1992.


� Así, en fecha reciente, sostuvo esta Corporación: “[e]n los últimos años se ha venido presentando una evolución de la jurisprudencia constitucional acerca de las situaciones que hacen viable  la acción de tutela contra providencias judiciales. Este desarrollo ha llevado a concluir que las sentencias judiciales pueden ser atacadas mediante la acción de tutela por causa de otros defectos adicionales, y que, dado que esos nuevos defectos no implican que la sentencia sea necesariamente una «violación flagrante y grosera de la Constitución», es  más adecuado utilizar el concepto de «causales genéricas de procedibilidad de la acción»  que el de «vía de hecho»”, sentencia T-774 de 2004.


� Sentencias T-554 de 1996, T-572 de 1996, C-092 de 1997, T-766 de 1998, T-553 de 2002 y T-086 de 2003, T-1113 de 2005.


� T-1113 de 2005.
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